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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NUMERO 28 DE 2010 SENADO

Bogotá D.C., agosto 17 de 2.010

Honorables Senadores 

Mesa Directiva

Comisión Primera Constitucional Permanente

Atn EDUARDO ENRIQUEZ MAYA 

Presidente   

Bogotá, D.C. 

Honorables Senadores: 

En cumplimiento del honroso encargo impartido por la Mesa Directiva de la Comisión como consta en el Acta MD-01 y que me fuera notificada el 4 de agosto de los corrientes, en virtud de lo previsto en el articulo 153 y siguientes de la Ley 5 de 1992 me permito poner a su consideración, para discusión y votación de los  Honorables Senadores miembros de la Comisión, el informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 28 de 2.010 Senado “Por medio de la cual se aumenta la pena mínima para el porte ilegal de armas de fuego y se dictan otras disposiciones”

1. CONSTITUCIONALIDAD DEL PROYECTO

Desde el 9 de febrero de 1995 la Corte Constitucional en Sentencia C -038 de diciembre de 2005 legitimo constitucionalmente la penalización del porte ilícito de armas.

Señalo la H. Corte Constitucional en este trascendental fallo que en función de lo que la doctrina constitucional comparada ha denominado la libertad de formación democrática de la voluntad o la libertad de configuración política del Legislador. El Legislador puede y debe describir conductas en tipos penales sin que ellas estén prohibidas en forma expresa por la Constitución, cuando considere que es indispensable acudir al derecho penal. como última ratio. para defender el interés jurídico de eventual menoscabo y garantizar así el goce natural y en función social de los derechos de las personas.

La penalización del porte de armas sin el respectivo  permiso de la  autoridad competente encuentra perfecto sustento no sólo en principios y  valores constitucionales sino en la propia regulación que la Carta establece en materia de armas, consagrado en el artículo 223  el monopolio de todas de todas ellas la ostenta el Estado.

El artículo 223 de la Constitución señala que solo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad competente. Y ese permiso para los particulares no tiene validez en tratándose de de concurrencia a reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o asambleas, ya sea para actuar en esas reuniones o solo para presenciarlas.

Justifica la Corte la penalización del porte ilícito de armas de fuego, como un medio del cual se vale el Estado para proteger los derechos fundamentales de las personas, particularmente el de la vida y la integridad personal “La razón de ser de un Estado no sólo está en buscar medidas represivas al momento de cometerse un daño, sino en evitar que se profiera el mismo”.

 “Así, el control estatal de las armas  constituye un marco jurídico de prevención al daño. En Colombia no existe ningún derecho constitucional de las personas a adquirir y portar armas de defensa personal. Un tal derecho no aparece expresamente en ninguna parte del texto constitucional, y sería un exabrupto hermenéutico considerar que se trata de alguno de los derechos innominados que son inherentes a la persona humana (CP art. 94), cuando todos los principios y valores constitucionales se orientan en el sentido de fortalecer el monopolio de las armas en el Estado, como condición de la convivencia pacífica y democrática. En efecto, la Constitución de 1991 estableció un riguroso monopolio de las armas en el Estado, principio que legitima aún más la constitucionalidad del tipo penal impugnado”. 

El monopolio estatal cubre entonces todo tipo de armas de fuego y todo tipo de explosivos, La Constitución de 1991 amplió el monopolio estatal a todo tipo de armas, por cuanto en el artículo 48 de la anterior Constitución señalaba que "sólo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y municiones de guerra. Nadie podrá dentro de poblado llevar armas  consigo sin permiso de autoridad competente." 

Esto significa que la anterior Constitución admitía la posesión de armas que no fuesen de guerra, aun cuando limitaba su porte dentro de “poblado” a la obtención del correspondiente permiso de autoridad competente. 

Por el contrario, la Constitución de 1991 establece un régimen más riguroso, puesto que no existe la posibilidad de que haya propiedad o posesión privadas sobre ningún tipo de armas. Es lo que se llama una reserva estatal de principio sobre su propiedad y posesión, de suerte que los derechos de los particulares sobre las armas  son efímeros pues provienen únicamente de permisos administrativos por esencia revocables con otro acto administrativo; y por regla general no pueden extenderse a tipos de armas que afecten la exclusividad de las funciones de la fuerza pública. 

Lo anterior encuentra explicación, de un lado, en la posibilidad de que esas armas sean usadas para causar graves daños en la vida o integridad personal de los ciudadanos y, del otro, en la amenaza que genera para la estabilidad del régimen constitucional el hecho que los particulares puedan acceder libremente a ellas.

A partir de esas consideraciones, el artículo 365 del Código Penal consagra el delito de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, el cual tiene lugar cuando se comete cualquiera de estas conductas sin tener el permiso de la autoridad competente. En este sentido, el texto en mención establece que antes de tener la autorización necesaria, los particulares no pueden portar, traficar o fabricar armas.

Por su parte, el Decreto 2535 de 1993 - Modificado por la Ley 1119 de 2002, publicada en el Diario Oficial No. 46.494 de 27 de diciembre de 2006, 'Por la cual se actualizan los registros y permisos vencidos para el control al porte y tenencia de las armas de fuego y se dictan otras disposiciones'– fija las normas y los requisitos referentes a la tenencia y al porte de armas, municiones y explosivos y establece el régimen para la expedición de los permisos por parte de la autoridad competente; finalmente, el Reglamento 426 de 2007, proferido por el Departamento Control Comercio de armas, municiones y explosivos del Comando General de las Fuerzas Militares, desarrolla los procedimientos que deben seguirse para tal fin ante esa dependencia.

Es por esta razón entonces que se configura el delito de porte ilegal de armas hasta tanto la autoridad no haya expedido el permiso que se le ha solicitado, lo que explica el por qué durante el trámite del mismo el particular no puede portarlas aun cuando crea haber cumplido todos los requisitos que la ley exige.

Ocurre entonces que el delito de porte ilegal de armas no requiere para su perfeccionamiento que quien la porta la esgrima o le dé un uso determinado, ya que éste se consuma con el solo porte o con cualquiera de los otros comportamientos descritos en el tipo penal. La antijuridicidad material se refiere –en este caso– a la lesión o a la puesta en peligro de la seguridad pública, para lo cual no es requisito que el arma se use efectivamente.

2. CONVENIENCIA DEL AUMENTO DE PENA PARA EL PORTE ILEGAL DE ARMAS 

En principio, la utilidad que puede tener el incremento de la pena mínima impuesta a la conducta delictiva del porte ilegal de armas de fuego, es con el propósito de dotar a las autoridades que intervienen en el proceso penal de herramientas útiles para enfrentar la delincuencia. Tal objetivo, sin embargo, no supone que cualquier mecanismo pueda ser idóneo para el efecto. Pensar en un incremento generalizado de las penas de prisión o tomar la decisión de castigar con pena de prisión nuevas conductas criminales sin presentar razones que la sustenten y sin hacer un mínimo juicio de proporcionalidad que consulte el bien jurídico que está en juego en cada caso es una decisión que contraría principios básicos del derecho penal contemporáneo. Por ello, la propuesta que presento modificar los topes mínimos del porte ilegal de armas se sustenta en cuatro razones:

(i) Que protegen bienes jurídicos básicos para la vida social;

(ii) Que tradicionalmente han sido objeto de un reproche jurídico intenso;

(iii) Que, usualmente, comprometen la participación de organizaciones delincuenciales complejas a través de múltiples modalidades de acción; y,
(iv) Cuya comisión compromete, estructuralmente, los retos de la política criminal colombiana y la eficiencia de la administración de justicia para combatirlos.

Por estas razones, la reforma se concentra en este delito que aspira a proteger la vida; las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; la libertad individual y otras garantías; el patrimonio económico; y la seguridad pública.

Colombia sufre uno de los niveles de violencia armada más altos del mundo, pese a una signiﬁcativa disminución desde 2002. En el periodo comprendido entre 1979 y el 2005 han muerto en Colombia 475.000 civiles y combatientes por armas de fuego, como resultado del conﬂicto armado y la criminalidad. La mayoría de las víctimas son hombres jóvenes. Estos hallazgos son revelados en un reporte producido por CERAC -Centro de Recursos para el Análisis de Conﬂictos- y SAS-Small Arms Survey de la Universidad de Ginebra (Suiza). En el estudio participaron los investigadores Katherine Aguirre (CERAC), Robert Muggah (SAS) Michael Spagat (Universidad de Londres-Royal Holloway) y Jorge Restrepo (Universidad Javeriana).

La investigación analiza el impacto de las armas de fuego sobre la seguridad de las personas. También describe la producción y comercio de armas de fuego en Colombia, el tráﬁco de armas y el marco regulatorio. 

Éste impacto ha crecido sustancialmente en los últimos 25 años: las muertes por arma de fuego han pasado de ser un 3% de las muertes totales en 1979, desde cuando existen registros detallados, hasta alcanzar un pico del 15% en el 2002.La variación en el total de muertes ha seguido muy cercanamente la variación de las muertes por armas de fuego.

La conducta delictiva del porte ilegal de armas de fuego está prevista en el Código Penal Colombiano Ley 599 de 2000 en el Título XII, Delitos contra la Seguridad Pública, Capítulo II, De los delitos de peligro común o que pueden ocasionar grave perjuicio para la comunidad y otras infracciones, y su pena privativa de la libertad está bajo la modalidad de prisión.
La Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano, establece en su artículo 365 el tipo penal de fabricación, tráfico y porte ilegal de armas de fuego o municiones modificado recientemente por el artículo 38 de la Ley 1142 de 2007 con una pena de prisión que oscila entre cuatro (4) a ocho (8) años, vigente actualmente.
El texto que correspondía originalmente al artículo 201 del Decreto-ley 100 de 1980, que conserva similar sentido al penalizar el porte de armas de fuego de defensa personal y municiones, no ha sufrido mayor cambio en cuanto a la conducta, sin embargo el legislador ha venido aumentando las penas para este delito; en cuanto a la conducta de importar, traficar, fabricar, transportar, almacenar, distribuir, vender, suministrar, reparar o portar armas de fuego sin el respectivo permiso la Corte Constitucional declaró exequible la tipificación de esta conducta reprochable desde la Sentencia de Constitucionalidad C-038 del 9 de febrero de 1995, con ponencia del honorable Magistrado, doctor Alejandro Martínez Caballero.
A partir del 1° de enero de 2005 con la entrada en vigencia de la Ley 890 de 2004, la pena para el delito de porte ilegal de armas o municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas fue aumentada de tres (3) años como mínimo y diez (10) como máximo; a 48 meses como mínimo de la pena es decir se aumentó a cuatro (4) años como mínimo a imponer y 180 meses equivalentes a 15 años como el máximo de la pena. Posteriormente en el artículo 55 de la Ley 1142 de 2007 nuevamente fueron aumentadas las penas de cinco (5) a quince (15) años de prisión, vigente actualmente.
Con la entrada en vigencia del artículo 38 de la Ley 1142 de junio 28 de 2007, conocida como la Ley de Convivencia o Seguridad Ciudadana, el artículo 365 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) aumentó la pena de prisión de cuatro (4) hasta ocho (8) años) para el porte ilegal de armas. No debemos olvidar que dicha pena originalmente la establecía el Código Penal o Ley 599 de 2000 solo entre uno (1) a cuatro (4) años.
Por su parte, el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, publicada en el Diario Oficial número 45.602, del 7 de julio de 2004, establece que las penas previstas en los tipos penales contenidos en la Parte Especial del Código Penal se aumentarán en la tercera parte en el mínimo y en la mitad en el máximo. Pero en todo caso, la aplicación de esta regla general de incremento deberá respetar el tope máximo de la pena privativa de la libertad para los tipos penales de acuerdo con lo establecido en el artículo 2° de esta ley. Es decir, que la pena de prisión para los tipos penales podrá establecerla el Congreso en una duración máxima de hasta cincuenta (50) años, excepto en los casos de concurso.

3. NECESIDAD  DEL PROYECTO
La impunidad del porte ilegal de armas de fuego se ha convertido en el principal motor de la delincuencia organizada con el fin de perpetrar hurtos, atracos, lesiones personales o culminar homicidios. El uso de las armas de fuego por parte de la delincuencia y de los ciudadanos se ha vuelto común ya que aprovechan la fragilidad de la sanción y la disminución de la punibilidad de la conducta cuando se allanan a los cargos.
Por tal razón el Gobierno Nacional desde el mes de octubre del año inmediatamente anterior prendió las alarmas y en el Consejo Comunal de Gobierno celebrado en el sector de Belén, Buenavista de Medellín, en octubre del año pasado, por solo poner un ejemplo, recibió el clamor de la comunidad y de la Policía Nacional quienes manifestaron su preocupación por la facilidad con la que los delincuentes capturados con armas de fuego y sin permiso para portarlas, recobran fácilmente su libertad con solo allanarse a cargos.
La pena mínima para una persona que porte un arma de manera ilegal, por la Ley 1142, es de cuatro años. Entonces, hábilmente, los delincuentes hallaron la fórmula para no ser encarcelados: por allanarse a cargos logran una rebaja hasta del 50 por ciento, su pena queda en dos años, es decir, conducta excarcelable.
Más allá de las cifras, el simple hecho de saber que una sola persona inocente muere víctima de hechos violentos y que cada vez son más frecuentes, es motivo suficiente para pensar en una política eficaz de desarme.
De acuerdo con el informe Forensis de Medicina Legal, en 2008 se reportaron en el país 15.250 homicidios, más del 80% de los homicidios cometidos fueron con armas de fuego, de los cuales al menos 1.466 ocurrieron en Bogotá, 2.399 en Antioquia (1.066 en Medellín) y 3.144 Valle del Cauca (1.473 en Cali).
Según Medicina Legal, muchos de los homicidios que se cometen en el país se encasillan dentro del grupo de impulsivos, es decir, aquellos que se cometen como resultado de relaciones interpersonales disfuncionales expuestas a factores de riesgo latentes, como riñas, en donde cuyo factor desencadenante es el alcohol, las drogas y la tenencia de armas.
Frente a este panorama, organizaciones como Redepaz (Red Nacional de Iniciativas por la Paz y contra la Guerra), pide mayor control por parte de las autoridades frente a las armas en manos de la ilegalidad, pues en su concepto no hay una acción integral del Estado para frenar este tipo de conductas. 
Para Redepaz, las cifras son aterradoras y ese índice de homicidios no debería presentarse en Colombia, además manifiesta que la violencia por armas de fuego sigue siendo uno de los principales problemas de desarrollo y constituye tal vez la más seria causa de violación a los derechos humanos hoy.
Aunque en el país no hay certeza sobre el número exacto de armas que circulan, las autoridades calculan que aproximadamente hay un millón 200 mil en manos de personas naturales.
Entre tanto algunas ONG señalan que en el país podrían estar circulando entre 2,3 y 2,9 millones de armas, de las cuales sólo un millón serían legales o con permiso y registro ante las autoridades respectivas; es decir que por cada arma legal hay tres ilegales. 
Durante el 2009, la Policía Nacional logró incautar 29.864 armas de fuego ilegales y 17 mil 192 más con permiso, lo que registra un promedio de 137 armas diarias.
En referencia a los delitos contra la vida se señala que en el año 2008 se registraron 16.140 muertes, en el 2009 se reportaron 15.817 homicidios; estas cifras indican que la tasa por cien mil habitantes se estableció en 32.
La ciudad de Medellín presentó un incremento del 64 por ciento en los homicidios pasando de 871 en el año 2008 a 1.432 en el 2009; en igual sentido, en el año 2008 la ciudad de Cali presentó una estadística de 1.384 asesinatos frente a los 1.615 del 2009, datos que representan en este delito un incremento del 17 por ciento.
De acuerdo con los reportes, entre las modalidades utilizadas para realizar las muertes, sobresalen las 6.999 registradas por acciones del sicariato, las 5.299 producidas en riñas, las 768 en atracos, el ataque por grupos ilegales dejaron 213 homicidios, las bandas criminales produjeron 139 muertes.
Finalmente el 81 por ciento de los homicidios se ocasionaron con arma de fuego, pasando de 12.896 ocurridos en el 2008 a 12.808 sucedidos en el 2009, el arma blanca tuvo en la muertes una participación del 16 por ciento, cuyos registros pasaron de 2.634 casos en el año2008 a 2.467 en el 2009, frente a las armas contundentes se registraron 304 en el 2008 y 230 en el 2009 con una participación en los homicidios del 1 por ciento, en relación a los homicidios ocurridos con explosivos, se presenta una disminución debido a que en 2008 se presentaron 153 casos y en el año 2009 fueron enumerados 136.
Es competencia del Congreso de la República aumentar el mínimo de la pena a imponer para este delito, un hecho típico y recurrente que hoy enmarca una de las grandes lagunas del ordenamiento penal colombiano y que es aprovechada por los delincuentes como medio para perpetrar toda clase de atentados contra la vida e integridad personal de los ciudadanos. Esta deficiencia institucional del Estado debe ser subsanada lo antes posible y así unificar a nivel nacional, lo que hoy se encuentra desmembrado y supeditado a la voluntad de los jueces de garantías.
Es un hecho indudable que la adquisición y el uso de armas de fuego por parte de la sociedad civil, se ha convertido en la causa principal del aumento de la violencia; sin duda la facilidad con la que se obtienen, estimula la agresión física como solución para dirimir controversias y tiende a agravar los conflictos y hacerlos más mortíferos.
El objeto del proyecto de ley que presento es el de disminuir los índices de homicidio y el de acabar con la impunidad imperante frente al porte ilegal de armas de fuego. Es necesario generar alternativas que nos permitan hacia el futuro tener una cultura de tolerancia. No podemos seguir hablando de un lado de cultura ciudadana y de paz, cuando se permite a los ciudadanos el porte de armas de fuego que obstaculiza cualquier posición de diálogo y permite a la vez el atropello de la vida y los derechos del ciudadano.

4. PLIEGO DE MODIFICACIONES  A LA PROCEDENCIA DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA EN ESTABLECIMIENTO CARCELARIO PARA QUIEN INCURRA EN ESTE TIPO PENAL.

Propongo para primer debate un pliego de modificaciones que incluye en su articulo 3°  la adicion del numeral 5 al artículo 313 de La Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) con el cual de manera perentoria los funcionarios judiciales deberan tener en cuenta que para los delitos  previstos en los articulos 365 y 366 del Código Penal, Porte ilegal de armas de fuego, procede inequívocamente la detención preventiva en establecimiento carcelario

En el parágrafo del artículo 314 de La Ley 906 de 2004, suprimimos la expresión “cuando concurra con el delito para concierto para delinquir” requisito subjetivo del tipo para sustituir la medida por detención preventiva en establecimiento carcelario, por detención domiciliaría, ya que consideramos excesivo otorgar el beneficio de detención domicilia en este evento. 

La Corte Constitucional en Sentencia C-425/08, con ponencia del H. Magistrado Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA señala que al igual que sucede con la imposición de medidas de aseguramiento, los requisitos para decretar la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la libertad condicional y los beneficios a favor del condenado hacen parte de la libertad de configuración normativa del legislador porque constituyen elementos fundamentales del debido proceso penal y responden a las evaluaciones propias de la política criminal del Estado.

En conclusión, la exclusión del beneficio de detención domiciliaria y de la pena privativa de la libertad o de la prisión en establecimiento carcelario cuando la persona hubiera cometido las conductas delictivas previstas en los articulos 365 y 366 del Código Penal, desarrolla el principio de la libre configuración normativa del legislador y se ajusta a la Constitución porque contiene una medida razonable y adecuada constitucionalmente.
Pero, además de las razones expuestas, considero necesario exponer como argumento adicional para el caso concreto que permiten reforzar la conclusión que indica la legitimidad de la medida. De un lado, a diferencia de los casos en los que la reincidencia es criterio de análisis en la punibilidad, la exclusión de los beneficios o de subrogados penales, se ubica en el deber de cumplir en forma completa la pena impuesta. 

En síntesis, no existe en la presente iniciativa extralimitación constitucional en la incorporación de la prohibición de la sustitución de la detención domiciliria o la exclusión de los subrogados penales o beneficios para los procesados, pues como se explicó la adopción de esas medidas es una facultad libre del legislador que no contradice las normas constitucionales.
Por las razones que motivan el proyecto de ley que presento a los honorables Congresistas considero de vital importancia que se apruebe el aumento de la pena mínima a imponer por los delitos de FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES YFABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS previstos en los artículos 365 y 366 del Código Penal; el aumento de los mínimos de pena a imponer por el delito de porte ilegal de armas de fuego con el fin de preservar la vida, honra y bienes de los colombianos y la prohibición de la detención domiciliria. Se hace inminente establecer una política pública y de orden nacional donde se prevenga a través de la pena la violencia a través de la tenencia de armas de fuego.

5. PROPOSICION 

Por lo anteriormente expuesto me permito proponer a los honorables Senadores de la Comisión Primera, dar primer debate al Proyecto de Ley número 28 de 2010 Senado, “Por medio de la cual se aumenta la pena mínima para el porte ilegal de armas de fuego y se dictan otras disposiciones” conforme al pliego de modificaciones adjunto.

Atentamente,
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE,
Senador de la República.

PLIEGO DE MODIFICACIONES 

AL PROYECTO DE LEY 28 DE 2010 SENADO
“Por medio de la cual se aumenta la pena mínima para el porte ilegal de armas de fuego y se establece la detención preventiva en establecimiento carcelario”

El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 365 del Código Penal quedará así:
“Artículo 365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal y municiones, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años.
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las siguientes circunstancias:
1. Utilizando medios motorizados.
2. Cuando el arma provenga de un delito.
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades, y
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o la dificulten”.
Artículo 2°. El artículo 366 del Código Penal quedará así:
“Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, o explosivos, incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años.
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias determinadas en el inciso 2° del artículo anterior”.

Artículo 3°. El numeral 5 del artículo 313 de La Ley 906 de 2004 quedará así:
“Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes casos:
1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados.

2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años.

3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

4. <Numeral adicionado por el artículo 26 de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención, dentro del lapso del año anterior, contado a partir de la nueva captura o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión o absolución en el caso precedente.

5. En los delitos a que se refieren los artículos 365 y 366 del Código Penal”. 

Artículo 4°. El parágrafo del artículo 314 de La Ley 906 de 2004 quedará así:
“Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los siguientes eventos:
1. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, aspecto que será fundamentado por quien solicite la sustitución y decidido por el juez en la respectiva audiencia de imposición, en atención a la vida personal, laboral, familiar o social del imputado.

2. Cuando el imputado o acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su personalidad, la naturaleza y modalidad del delito hagan aconsejable su reclusión en el lugar de residencia.

3. Cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto. Igual derecho tendrá durante los seis (6) meses siguientes a la fecha de nacimiento.

4. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos oficiales.

El juez determinará si el imputado o acusado deberá permanecer en su lugar de residencia, en clínica u hospital.

5. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor o que sufriere incapacidad permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio.

La detención en el lugar de residencia comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para trabajar en la hipótesis del numeral 5.

En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar de residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando fuere requerido y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someterse a los mecanismos de control y vigilancia electrónica o de una persona o institución determinada, según lo disponga el juez.

El control del cumplimiento de la detención en el lugar de residencia estará a cargo del Inpec, el cual realizará un control periódico sobre el cumplimiento de la detención domiciliaria y reportará a la Fiscalía sobre sus resultados para que si se advierten violaciones a las condiciones impuestas por el Juez se puedan adoptar las correspondientes acciones.

PARÁGRAFO. No procederá la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario, por detención domiciliaria cuando la imputación se refiera a los siguientes delitos: Los de competencia de los jueces penales del circuito especializados o quien haga sus veces, Tráfico de migrantes (C.P. artículo 188); Acceso carnal o actos sexuales con incapaz de resistir (C.P. artículo 210); Violencia intrafamiliar (C.P. artículo 229); Hurto calificado (C.P. artículo 240); Hurto agravado (C.P. artículo 241, numerales 7, 8, 11, 12 y 15); Estafa agravada (C.P. artículo 247); Uso de documentos falsos relacionados con medios motorizados hurtados (C.P. artículo 291); Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones de uso personal, (C.P. artículos  340 y 365 ), o los imputados registren sentencias condenatorias vigentes por los mismos delitos; Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas (C.P. artículo 366 ); Fabricación, importación, tráfico, posesión y uso de armas químicas, biológicas y nucleares (C.P. artículo 367); Peculado por apropiación en cuantía superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales (C.P. artículo 397); Concusión (C.P. artículo 404): Cohecho propio (C.P. artículo 405): Cohecho impropio (C.P. artículo 406); Cohecho por dar u ofrecer (C.P. artículo 407); Receptación repetida, continua (C.P. artículo 447, incisos 1o y 3o); Receptación para ocultar o encubrir el delito de hurto calificado, la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en concurso con el concierto para delinquir, receptación sobre medio motorizado o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos (C.P. artículo 447, inciso 2o).

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE,
Senador de la República.
